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through the punitive power of the State in the administrative channel. This legal institution is both a 

demand for those governed, as well as a boost for the proper functioning of government bodies, given 
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INTRODUCCIÓN. 

En primer término, es necesario estudiar el término jurídico “responsabilidad”, que constituye la piedra 

angular de la institución de estudio; la responsabilidad se ha abordado en su mayoría, desde una 

perspectiva civil teniendo presencia también en el ámbito penal; sin embargo, resulta un concepto nuevo 

a la luz del derecho administrativo, que si bien es de implementación novedosa al sistema jurídico 

mexicano, también se trata de un elemento de la teoría obligacional básica del jurismo.  

La responsabilidad, de acuerdo con su concepción etimológica, nace del latín responsum, que se conjuga 

con los términos latinos respon y sabilidad cuyas traducciones al español serían responder y habilidad, 

respectivamente; por lo que desde una interpretación jurídica, se tiene que la responsabilidad se traduce 

como la necesidad en la que se encuentra un individuo de sostener las consecuencias de sus actos frente 

a otros, y en su caso, subsanar los daños o perjuicios ocasionados por su actuación.  
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De acuerdo con la perspectiva civilista, “la existencia de un daño es una condición sine qua non de la 

responsabilidad civil, pues es evidente que para que exista obligación de reparar, es necesario que se 

cause un daño” (Rojina, 2011). 

La Responsabilidad entonces, como ha sido ejemplificado con los párrafos que anteceden, se puede 

conceptualizar como la idea jurídica que impone una carga a las personas de afrontar los daños o 

perjuicios ocasionados a terceros, con motivo de las acciones llevadas a cabo y cuyo objetivo se traduce 

en la obligación de reparar, tomando en consideración la idea genérica de la Responsabilidad.  

Es importante señalar, que la Responsabilidad desde la perspectiva del derecho administrativo cuenta 

con matices que diferencian el concepto respecto de las materias del derecho privado; a la luz del derecho 

público, la Responsabilidad por parte del Estado debe contar con elementos sustanciales que permitan 

su reclamación.  

Entonces, desde una óptica enfocada a la Responsabilidad Patrimonial del Estado desde la perspectiva 

administrativa, la Responsabilidad es la innegable capacidad jurídica de las personas para conocer y 

aceptar las consecuencias de sus actuaciones, por acción u omisión, de las cuales puede generarse daño 

o perjuicio alguno a los derechos o intereses de otras personas a quienes afecte su actuación. No puede 

haber responsabilidad sin imputabilidad; es decir, sin la existencia de un nexo entre la conducta del 

agente presuntamente responsable y sus consecuencias (Santos, 1963). 

DESARROLLO. 

Para que se configure la Responsabilidad a cargo del estado, es necesario que se cumplan tres requisitos 

de existencia; el primero es la existencia de un daño cuantificable; el segundo es que el daño sea 

imputable a la administración pública por ser una consecuencia o efecto de su actividad administrativa; 

y el tercero es que exista un nexo causal entre el daño y la actividad administrativa por parte del Estado.  

Al respecto, el Código Civil Federal en su artículo 2108 establece que el “daño” es la pérdida o 

menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento de una obligación, y el consecuente 
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artículo 2109 señala, que el perjuicio es la privación de cualquier ganancia lícita que debiera haberse 

obtenido con el cumplimiento de una obligación. A pesar de que la legislación civil ordinaria identifica 

de manera distinta estos dos conceptos, lo cierto es que ambos versan sobre una lesión patrimonial, y el 

daño, para efectos de la Responsabilidad Patrimonial del Estado, también comprende dentro de sí los 

perjuicios generados.  

Esta última característica establece que el daño, para que pueda ser reclamado al Estado mediante el 

procedimiento de Responsabilidad Patrimonial, debe ser perfectamente cuantificable e identificable; esto 

es, que ocasione una modificación al patrón patrimonial diario del particular afectado, y que pueda ser 

estudiado en cantidades definidas. No es óbice que el daño moral personal y moral resultan de difícil 

identificación al momento de su cuantificación; sin embargo, estos últimos, la legislación 

correspondiente contempla sus métodos de cuantificación e identificación; por lo que los mismos no se 

dejan fuera de la esfera de protección.  

Por otra parte, el nexo causal como requisito de la configuración de la Responsabilidad Patrimonial del 

Estado se sustenta de manera contundente en los conceptos de causalidad jurídica, lo que se traduce en 

establecer que existe una relación causa-efecto entre la actividad administrativa irregular y los daños 

generados. La lesión patrimonial debe probarse fehacientemente que es derivada de la acción 

administrativa imputable al Estado.  

Sujetos de la Responsabilidad Patrimonial del Estado. 

Totalmente, para la determinación de existencia de responsabilidad por parte del Estado, resulta 

necesario que se adopten hipótesis necesarias para su configuración. Tal es el caso como aquellos sujetos 

de la Administración Pública, quienes pueden ser declarados como responsables de su actividad irregular 

y que ocasiona daños a los gobernados.  



5 

 

De una manera abstracta, y atendiendo a la legislación administrativa en materia de responsabilidad 

patrimonial del Estado a nivel Federal (OJM, 2023), de la ley Federal de Responsabilidad Patrimonial 

del Estado se desprende la existencia de diversos agentes involucrados en el aspecto procedimental:  

I) La persona física o moral que haya sufrido un daño o perjuicio a su patrimonio a causa de la actividad 

administrativa irregular de un órgano del Estado. 

II) El Estado, como sujeto obligado a reparar el daño o perjuicio ocasionado por la actividad 

administrativa irregular de sus órganos. 

III) El servidor público o autoridad responsable de la actividad administrativa que dio lugar al daño o 

perjuicio reclamado. 

IV) La autoridad encargada de conocer y resolver el procedimiento de responsabilidad patrimonial, que 

puede ser el órgano interno de control o el Tribunal de Justicia Administrativa, dependiendo del caso. 

V) Los terceros a los que se les haya trasladado la responsabilidad patrimonial por parte de la autoridad 

que originó el daño o perjuicio reclamado, en caso de que así proceda según la ley. 

Parte fundamental para diferenciar la Responsabilidad del Estado, desde la luz del Derecho Público 

Administrativo, lo son aquellos agentes involucrados en su consumación, y que de manera indistinta, 

resulta necesario que el Estado sea parte pasiva en el caso concreto, toda vez que esta nueva garantía 

constitucional está enfocada a entregar a los gobernados una herramienta para reclamar al Estado una 

indemnización.  

Actividad Administrativa Irregular. 

La Responsabilidad Patrimonial del Estado se configura a raíz de la existencia de una actividad 

administrativa irregular, enunciado que en amplio sentido permite identificar que la actividad 

administrativa se traduce formalmente en la actuación de los entes de gobierno frente a quienes los 

ciudadanos se encuentran sometidos bajo su tutela y protección, entendiendo la naturaleza de dicho 

contrato social.  
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La "Actividad Administrativa Irregular" es una figura jurídica que se refiere a aquellas conductas 

realizadas por la administración pública que contravienen el ordenamiento jurídico, y que por tanto, son 

ilegales. Esta figura ha sido definida por la jurisprudencia mexicana como una conducta que no se ajusta 

a los principios de legalidad, eficiencia, eficacia, honradez, transparencia y rendición de cuentas, que 

rigen la actividad administrativa. 

En México, la "Actividad Administrativa Irregular" se encuentra regulada por diversas leyes y normas, 

entre las que destaca la Ley Federal de Procedimiento Administrativo por su aplicación a los órganos 

gubernamentales del Poder del Estado Federal1. Según esta ley, la "Actividad Administrativa Irregular" 

puede ser objeto de revisión y control mediante los procedimientos administrativos correspondientes, y 

puede generar responsabilidades para los servidores públicos que la lleven a cabo.  

Es importante destacar, que la "Actividad Administrativa Irregular" puede generar daños y perjuicios a 

los particulares, y por tanto, puede dar lugar a la responsabilidad patrimonial del Estado; en este sentido, 

la jurisprudencia mexicana ha establecido que la "Actividad Administrativa Irregular" puede ser objeto 

de indemnización por parte del Estado si causa daños a los particulares, siempre y cuando se cumplan 

los requisitos y límites establecidos por la legislación y la jurisprudencia.  

La actividad administrativa irregular se verifica en el contenido del artículo 1, párrafo segundo de la Ley 

Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, que señala: “Para los efectos de esta Ley, se 

entenderá por actividad administrativa irregular, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los 

particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal o 

causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate” (OJM, 2023). 

Conforme al dispositivo legal, “la actividad desplegada por el órgano del Estado debe ser, 

necesariamente, de naturaleza administrativa, lo que deja fuera aquellas actividades materialmente 

legislativas o jurisdiccionales; así mismo, dicha actividad siempre deberá estar caracterizada por haber 

 
1

 Sin dejar de lado aquellas legislaciones locales que han sido creadas con motivo de la reforma constitucional que contempla 

la figura de la Responsabilidad Patrimonial del Estado.  
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sido actualizada fuera de la norma jurídica; es decir, contrariamente a lo dispuesto por la norma o por 

carencia de esta” (Castrejón, 2023). 

De acuerdo con lo anterior, se puede deducir, que la actuación administrativa resulta irregular cuando 

no cuenta con un respaldo jurídico legítimamente válido para su acontecimiento, y que ésta se realiza de 

manera contraria a las disposiciones normativas o axiológicas que estatuyen su existencia.  

Elementos de la Actividad Administrativa Regular.  

No resulta tarea fácil encuadrar la Actividad Administrativa en la categoría de “Irregular”, pues para ello 

no es suficiente que se genere un daño a los particulares, si no que la actividad debe encontrarse 

plenamente identificada como contraria a las disposiciones normativas establecidas que la regulan. Ante 

eso, se estima necesario hacer un análisis del concepto de “Acto Administrativo” para identificar su 

regularidad. 

El acto administrativo, a la luz del derecho positivo, constituye un concepto delimitador y de 

subordinación de la administración pública a un régimen de derecho. Lo anterior toma sentido, dado que 

el acto administrativo es toda aquella declaración de voluntad unilateral y concreta, decretada por un 

órgano de la administración pública, en ejercicio de su competencia administrativa, cuyos efectos 

jurídicos son directos e inmediatos (Pérez A. , 2003). 

En ese sentido, se puede entender al acto administrativo como toda actuación realizada por la 

administración pública (por conducto de sus servidores, funcionarios y organismos), que de manera 

unilateral, constituye una situación jurídica concreta o un estado de derecho determinado, cuyos efectos 

son estudiados en el ejercicio del derecho administrativo.  

El Acto Administrativo como una institución jurídica del Derecho Mexicano, desde un análisis 

conceptual, es un cúmulo de requisitos y características, que hacen del acto jurídico, un acto de 

naturaleza administrativa; es decir, todos los actos administrativos son actos jurídicos; sin embargo, no 

todos los actos jurídicos son actos administrativos. Esto es así, dado que el acto administrativo, dada su 
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propia y especial naturaleza, cuenta con elementos esenciales que lo diferencian de cualquier otro tipo 

de acto jurídico, y que de ellos se desprende la legalidad o irregularidad de este. 

En ese sentido, el acto administrativo en su primer elemento de esencialidad se encuentra el “Régimen 

Competencial”; siendo este la competencia en derecho administrativo, que se traduce en el poder legal 

de ejecutar determinados actos, en la medida de las facultades que corresponden a cada uno de los 

órganos de la administración (Fraga, 2012). 

El segundo elemento esencial, del acto administrativo, lo constituye la “Voluntad Administrativa”, la 

cual se traslada “a la intención razonada y expresa de la administración pública de producir un acto 

especial dado; es uno de los elementos básicos del acto administrativo, que se exterioriza siempre 

mediante una declaración del órgano correspondiente, adoptando las formas previstas para cada especie 

del acto” (Escola, 1984). 

El tercer elemento esencial del acto administrativo versa en “La Causa o Motivo Fundatorio”, siendo 

“todas aquellas circunstancias, jurídicas y no jurídicas, que dan origen, en cada caso concreto, a una 

decisión ejecutoria de la administración pública de dictar ese acto; son el antecedente que lo provoca y 

precede, constituyendo de esa manera su razón de ser” (Pérez A. , 2003); mientras que el cuarto elemento 

esencial del acto administrativo lo es el “Contenido u Objeto”, el cual se asimila a aquello, que con él la 

autoridad ha querido disponer, ordenar o autorizar (Pérez A. , 2003). 

El quinto elemento esencial del acto administrativo lo es “La Finalidad”. El fin del acto administrativo 

es subsiguiente al acto en cuanto a su realización, de modo que partiendo de los motivos o causas, 

pasando por su contenido se llega a su finalidad. Toda Finalidad debe estar sujeta a la consecución y 

satisfacción de un interés público (OJM, 2023). 

El sexto elemento esencial lo es “La Forma”, que propiamente se encuentra integrada por los requisitos 

que ha de revestir la declaración de voluntad unilateral por parte de la administración pública. Es aquel 

elemento esencial que se traduce en una garantía automática prevista por la Ley que asegura la 



9 

 

Regularidad de la actividad pública, impidiendo decisiones irreflexivas e incompatibles en el ejercicio 

del poder administrativo (Jéze, 1910). 

Hacer un análisis de los elementos del acto administrativo, como concepto global de las actuaciones 

realizadas por los servidores públicos dentro de la actividad administrativa que le ha sido encomendada 

por el Estado, resulta toral para reconocer cuando se está frente a una actividad administrativa de carácter 

irregular; recordando que este último concepto es fundamental para la procedencia de la reclamación 

por la Responsabilidad Patrimonial del Estado. No puede determinarse la irregularidad del servicio 

público si no se estudia a la luz de la naturaleza del acto más fundamental de la voluntad del Estado.   

Derecho de Repetición.  

Una de las características más importantes de la Responsabilidad Patrimonial del Estado la constituye la 

existencia del “Derecho de Repetición”, pues esto involucra a los servidores públicos o funcionarios del 

Estado a formar parte de la reparación o de la indemnización a los particulares por su actuación irregular 

y deficiente.  

La Responsabilidad Patrimonial del Estado es una institución jurídica por medio de la cual el Estado 

asume la obligación de reparar los daños y resarcir los perjuicios que los particulares llegan a sufrir a 

raíz de su actividad administrativa irregular. Es evidente, que el poder público del Estado se ejerce a 

través de su actividad administrativa; sin embargo, esta se ve materializada con los deberes que le son 

encomendados a los funcionarios de las diferentes dependencias de gobierno, así entonces, el particular 

no tiene la obligación de reclamar una indemnización de manera personal al funcionario, si no que 

reclama al Estado que intervenga de manera solidaria en representación de las acciones de sus propios 

integrantes, para con ello garantizar la eficiencia y materialidad de la reparación del daño a los 

individuos; sin embargo, esto genera una cuestión de vital importancia, ¿los servidores públicos que en 

el ejercicio de sus funciones ocasionan daños a particulares quedan exentos de responsabilidad alguna 

cuando el Estado intercede por ellos? La respuesta concreta es negativa.  
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Esto es así, porque resultaría inconcebible que los servidores públicos no hagan frente a las afectaciones 

que causa la deficiencia de su actividad pública, y con ello, implicaría de alguna manera soslayar la mala 

administración pública, y respaldar la deficiencia de las actuaciones de sus integrantes.  

La figura de la repetición en la Responsabilidad Patrimonial del Estado se traduce en la facultad a la 

administración pública para reclamar en vía de regreso a sus funcionarios o servidores públicos la 

devolución por reintegro de los pagos que el Estado ha asumido por indemnización o compensación de 

los daños o perjuicios ocasionados a los particulares, por la actividad administrativa irregular de estos 

servidores.  

La repetición garantiza entonces que el Estado no se quede en un estado de indefensión por asumir la 

obligación subsidiaria de resarcir los daños ocasionados por sus funcionarios o servidores públicos, y 

con ello, obtener una devolución de los gastos erogados por la indemnización correspondiente; esto 

evidentemente permea en la actuación de los funcionarios del Estado, pues no quedan eximidos de su 

responsabilidad por su actuación deficiente. 

Otra manera de entender la repetición es como la acción que debe ejercer el Estado en contra del 

funcionario o servidor público como consecuencia de su conducta ilegal e irregular que haya ocasionado 

que el propio Estado asuma las obligaciones indemnizatorias frente a los particulares afectados 

(Buitrago, 2002). 

La repetición en esta institución involucra entonces a los funcionarios y servidores públicos en las 

consecuencias de los daños que han ocasionado, haciendo que el velo jurídico de las instituciones 

gubernamentales no se vuelvan un impedimento para que sean sancionados (a manera resarcitoria) a 

todos aquellos que causen perjuicio a la hacienda pública con motivo de sus acciones, y por la otra parte, 

garantiza que los particulares sean indemnizados sin que las condiciones económicas o financieras de 

los funcionarios sean un impedimento para su materialización.  



11 

 

Fundamentos axiológicos de la Responsabilidad Patrimonial del Estado como una garantía 

constitucional. 

Para hablar de la existencia de un buen gobierno, siempre resultará necesario la presencia del concepto 

“Estado de Derecho”; no es óbice para la mayoría ciudadana mexicana, e inclusive para diversos autores, 

que México vive en una situación de ausencia de Estado de Derecho en diferentes rubros jurídicos y 

sociológicos, parte fundamental de la Responsabilidad Patrimonial del Estado como una garantía 

constitucional, es la sumisión del Estado al Derecho que lo origina.  

Se entiende que el Estado de Derecho, es todo Estado que sustenta su investidura de imperio en un 

sistema jurídico. El Estado de Derecho debe reconocer y garantizar derechos políticos y civiles a toda 

su población subordinada, sin ningún tipo de discriminación o exclusión injustificada. El Estado debe 

subsumirse al Derecho (Strasser, 1986). 

La responsabilidad Patrimonial del Estado, como institución jurídica, es por sí misma una garantía 

constitucional que refuerza la idea de que el Estado debe subsumirse al Derecho, atendiendo el orden 

jurídico que lo crea en sí. El Estado de Derecho entonces es para la Responsabilidad Patrimonial del 

Estado, un faro de luz que guía a los gobernados frente al poder político del gobierno, y ello hace que el 

orden jurídico, se convierta en un medio de defensa para el Gobernado, y no un instrumento político. 

Para poder comprender el alcance de la Responsabilidad Patrimonial del Estado, como coadyuvante a la 

existencia de un Estado de Derecho, y consecuentemente, la promoción de un buen gobierno resulta 

necesario estudiar aquellos principios axiológicos que la estatuyen. Los principios axiológicos de las 

instituciones jurídicas permiten visualizar en retrospectiva sus objetivos, así como su funcionalidad. 

Diversos autores para la Responsabilidad Patrimonial del Estado han identificado cuatro principios 

axiológicos que la fundamentan; el primero es el principio de legalidad; el segundo es el principio de 

igualdad de cargas públicas; el tercero es el principio de responsabilidad por riesgo; y el cuarto es el 

principio de la Estricta Justicia y el Bien Común. 
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Principio de Legalidad. 

Es evidente, para el ojo entrenado, que el principio de legalidad tiene una estrecha relación con el 

concepto de Estado de Derecho, incluso sería sencillo definir al principio de legalidad como el que 

establece que la administración pública se encuentra sujeta al orden jurídico, y que solo puede actuar 

dentro de las directrices de éste.  

El principio de legalidad para la Responsabilidad Patrimonial del Estado resulta más complejo que su 

concepción genérica, considerando que ese “orden jurídico” al que se encuentra sujeta la administración 

pública; cada día evoluciona gracias a los procesos legislativos progresivos, así como a la interpretación 

jurídica de los Tribunales. Es importante reconocer, que la legalidad, a la luz de la Responsabilidad 

Patrimonial, no solo se encuentra condicionada a la literalidad de la Ley, sino que también, debe atender 

todas aquellas fuentes del derecho que encuadran a la actividad administrativa.  

El principio de legalidad en la Responsabilidad Patrimonial del Estado tiene un alcance jurídico y ámbito 

de vigencia de mayor escrutinio, para valorar la regularidad de la actividad administrativa. En primer 

término, se habla de que los actos administrativos deben someterse a las disposiciones jurídicas vigentes 

de carácter general, que marcan los requisitos esenciales de toda actuación administrativa, y en segundo 

término, los entes de la administración pública en su actividad administrativa, deben obedecer los 

siguientes lineamientos:  

1) Los actos de la autoridad administrativa no pueden infringir lo dispuesto en los criterios obligatorios 

de nuestro máximo tribunal. 

2) La actividad administrativa no puede vulnerar las determinaciones dictadas por autoridad de superior 

grado. 

3) Las autoridades administrativas no pueden emitir actos en lo particular, que desconozcan lo que las 

mismas autoridades administrativas hayan dispuesto en lo general. 
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4) Las determinaciones administrativas particulares no pueden dictarse en contravención a 

determinaciones generales por autoridades de menor grado jerárquico, en el ámbito de su competencia 

(Garrido, 1989). 

La legalidad como principio axiológico de la Responsabilidad Patrimonial del Estado resulta entonces 

un parámetro fundamental para juzgar la regularidad de la actividad administrativa, y con ello, configurar 

esta responsabilidad administrativa; no obstante, la legalidad de los actos administrativos debe someterse 

a un examen complejo de cumplimiento y no afectación, pues no es suficiente buscar una nulidad del 

acto, sino que además se encuentre firme e indudablemente fuera de este principio.  

Principio de Proporcionalidad de las Cargas Públicas. 

Este principio contempla la posible existencia de que un gobernado sufra una afectación en su esfera 

patrimonial a causa de la persecución de un objetivo jurídicamente válido en beneficio de una 

comunidad, atendiendo intereses generales.  

Cuando la administración pública en el ejercicio de sus funciones actúa en beneficio de la comunidad, 

afectando a particulares en el trayecto, debe ser considerado como responsable de las afectaciones a ese 

particular. Este enunciado quita de campo jurídico la idea política de perseguir el bien común general, a 

costa de la afectación individual. Pues aun cuando el beneficio sea colectivo, el Estado no puede dejar 

de proteger a ningún gobernado. De esta teoría han surgido figuras como la expropiación gubernamental, 

donde la autoridad administrativa buscando el bien común e interés general de la comunidad puede 

privar de la propiedad a un individuo, siempre que medie una indemnización por ello.  

Si la administración pública en su ejercicio, y sirviendo intereses generales, causa a los particulares 

alguna lesión que éstos no tienen el deber jurídico de soportar, el Estado debe indemnizar para 

compensar ese “sacrificio especial” que el particular hace en beneficio de su Sociedad (Entrena, 1965). 

La proporcionalidad de las cargas públicas como principio axiológico de la Responsabilidad Patrimonial 

del Estado radica en reconocer que los gobernados se encuentran sujetos por un contrato social, donde 
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aceptan acatar decisiones que pueden afectar sus intereses particulares en beneficio de la sociedad; sin 

embargo, condiciona a la misma sociedad por conducto de los poderes del Estado a compensar al 

particular dichas afectaciones, que surtieron efectos para perseguir un interés general. Esta ramificación 

de la proporcionalidad podría incluso entenderse como un intercambio “justo” de actuaciones entre la 

comunidad; por un lado, el particular sufre una afectación para el buen funcionamiento de su comunidad, 

y por el otro lado, la comunidad de manera consecuente restituye o compensa al particular por el auxilio 

al interés general.  

Este principio ha sido rebasado por la normatividad aplicable a los procedimientos de reclamación por 

la Responsabilidad Patrimonial del Estado, pues la ley contempla como requisito necesario la existencia 

de una actividad administrativa irregular para la configuración de esta institución, y resulta evidente, que 

las decisiones administrativas orientadas al beneficio común de la sociedad no deben encontrarse 

sustentadas en la irregularidad. No menos es cierto que las decisiones tomadas por la administración 

pública en “beneficio de la sociedad en general” pueden encontrarse sujetas al poder político del Estado, 

lo que conlleva por naturaleza que la afectación al particular no sea estrictamente necesaria o justa.   

Principio de la Responsabilidad por Riesgo. 

La responsabilidad por riesgo abarca la hipótesis de una ausencia de servicio público. Sin mayor 

abundamiento, este principio axiológico de la Responsabilidad Patrimonial del Estado busca proteger a 

los gobernados ante la omisión de gobernar por parte del Estado. Resulta importante traer a colación la 

naturaleza del Estado desde la perspectiva del contrato social originario; los gobernamos acordamos 

subsumirnos a normas generales de convivencia y a la contribución del gasto público a cambio de la 

existencia de un Estado que garantice, por medio de sus mecanismos de administración, y de manera, la 

protección de derechos particulares o comunales.  

En ese sentido, y atendiendo el contrato social que estatuye al Estado, resultaría inconcuso que los 

gobernados se encuentren desprotegidos ante las afectaciones a su esfera jurídica patrimonial, derivado 
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de las omisiones de los entes gubernamentales ante la ausencia del servicio público. Esto se traduce en 

que la ciudadanía, debe ser indemnizada de los daños sufridos, cuando estos devengan de una ausencia 

del Estado. Si bien es cierto, los daños en esta hipótesis no son atribuibles de manera directa a la actividad 

administrativa irregular (porque esta es inexistente, al constituirse una omisión), también resulta cierto 

que los daños fueron percibidos a consecuencia de la ingobernabilidad existe.  

El principio de responsabilidad por riesgo no solo debe percibirse a causa de la ausencia de la 

administración pública y sus funciones, sino que además, debe considerar el riesgo ocasionado por el 

funcionamiento normal de los servicios públicos (Duguit, 1926). 

En la práctica actual de los procedimientos de reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado 

en México, el párrafo que antecede se encuentra completamente descartado; pues lo cierto es, que esta 

garantía constitucional no contempla aquellas afectaciones ocasionadas a particulares por el 

funcionamiento correcto, jurídicamente viable y válido de la administración pública. Pues actualmente, 

uno de los retos que enfrenta la Responsabilidad Patrimonial del Estado en México, es proteger al 

ciudadano no solo de la actividad administrativa “ilegal”, si no también aquella que sea considerada 

como legal desde una perspectiva formalista, pero que los fines que persigue (aunque sean jurídicamente 

válidos) no son los idóneos para la Sociedad en general. Sería atinado considerar, que el Estado, en 

primer término, debe buscar la no afectación a ningún particular por regla general, y solo permitirla 

cuando no exista alguna otra alternativa. Autores como el propio Duguit anteriormente citado, sostiene 

desde la perspectiva doctrinal que el Estado debería obligarse a indemnizar a todos los particulares 

afectados, independientemente de la legalidad o normalidad de su actuación.  

Principio de la Estricta Justicia y el Bien Común. 

Este principio tiene estrecha relación con el principio de proporcionalidad de las cargas públicas, pues 

para hablar del bien común, es evidente que resulta necesario establecer los límites de los intereses 

colectivos y del individualismo, y con ello entender el papel que juega un buen gobierno.  
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¿El interés colectivo debe encontrarse por encima del interés individual? Esta pregunta ha sido analizada 

a lo largo de la historia de la humanidad por diversos autores jurídicos, así como desde el campo de la 

filosofía general; no obstante, para efectos de la Responsabilidad Patrimonial del Estado, estos dos 

conceptos no son incompatibles u opuestos el uno del otro, pues el bien común debe ser entendido como 

un fundamento axiológico abierto, que alude a que el interés colectivo siempre debe comprender el 

interés individual, y que al vivir en sociedad, el interés individual siempre se encontrará en armonía con 

el interés colectivo. 

La administración pública tiene dos obligaciones fundamentales: atender las necesidades de los 

particulares, y propender al bien común. Si el Estado olvida observar los intereses generales de la 

colectividad, y solo atiende las necesidades particulares, se corre el peligro de volverse un Estado 

individualista, y por el otro lado, si el Estado ignora los intereses particulares atendiendo únicamente las 

causas colectivas, el Estado podría caer en el colectivismo (Pedro, 1941). 

Atendiendo a lo anterior, el principio de estricta justica y bien común establece de manera contundente 

que el interés colectivo y el interés individual deben subsistir en armonía, y que no debe existir 

inclinación alguna por parte del Estado al gobernar. La comunidad no puede encontrarse satisfecha en 

su totalidad si un miembro de ella en lo individual sufre las decisiones de la administración pública; en 

consecuencia, si existieren daños individuales, deben ser reparados para restaurar el equilibro entre el 

individual y la colectividad.  

Este fundamento axiológico de la Responsabilidad Patrimonial del Estado tiene un objeto de inclusión 

de los particulares en los asuntos de la colectividad, y viceversa. El bien común no puede existir si se 

prescinde de los intereses individuales o colectivos, pues tanto la colectividad como los individuos se 

benefician uno del otro. La Responsabilidad del Estado entonces funge como un agente estabilizador y 

nivelador que persigue el bien común, sin pasar por encima de ninguno de los sujetos que se involucran.  
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La estricta justicia entonces reconoce el derecho más fundamental de los gobernados frente al Estado, 

donde la administración pública no puede inclinar su balanza en mayor beneficio de uno o de otro, sino 

que debe considerar todos y cada uno de los derechos de los integrantes de su comunidad, así como los 

derechos colectivos que evidentemente tienen impacto en lo particular.  

Sistemas que reconocen la Responsabilidad patrimonial del Estado en el mundo. 

Es hasta la reforma del año 2002 cuando México incluyó en su sistema normativo constitucional la 

garantía de reparación por la Responsabilidad Patrimonial del Estado, y si bien no puede considerarse 

como una reforma constitucional relativamente nueva en su legislación (pues han transcurrido más de 

veinte años desde su acontecimiento), lo cierto es que dicha garantía sí resulta relativamente nueva en 

su aplicación y uso por los gobernados mexicanos, pues existen hasta el día de hoy algunas Entidades 

Federativas que no han regulado esta institución jurídica en sus ordenamientos locales; lo que ha 

obligado a nuestros máximos tribunales a establecer lineamientos de validez y aplicación en aquellos 

estados en donde la Responsabilidad Patrimonial del Estado no ha sido adoptada.  

En el marco internacional, hay diversas naciones que han adoptado, o en su caso determinado, no adoptar 

esta institución en su marco normativo (ya sea a nivel constitucional como una garantía fundamental, o 

en su caso dentro de los ordenamientos legales ordinarios). Al respecto de este estudio, la comparativa 

internacional a lo largo de la historia siempre es útil para vislumbrar los retos de México ante el avance 

del Estado de Derecho, donde se le otorgan cada vez más herramientas de defensa a los gobernados 

frente al poder político.  

Este análisis de los diferentes sistemas jurídicos de las naciones se hace a manera de retrospectiva, pues 

se busca una comparativa con el proceso histórico de México, así como el desarrollo histórico de la 

institución a lo ancho del globo.  
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Antecedentes del Sistema Jurídico Italiano. 

En primer término, resulta prudente traer a estudio el sistema italiano de responsabilidad patrimonial del 

Estado en retrospectiva. Pues al rededor del año 1848, en Italia se estilaba que los conceptos de soberanía 

y la responsabilidad del Estado eran ideas jurídicas distantes e incompatibles entre sí.  

El Estatuto Albertino2 en Italia no contenía ninguna disposición normativa fundamental que contemplara 

la existencia de la Responsabilidad Patrimonial del Estado a cargo de la administración pública o de sus 

agentes públicos. En consecuencia (y como ha ocurrido en muchas naciones, incluyendo la francesa), 

los máximos Tribunales a través de la jurisprudencia tuvieron la tarea de acarrear la figura de la 

responsabilidad al Derecho Público; no obstante, hasta el año de 1947 existió una reforma legislativa de 

su sistema jurídico, donde se estableció que la Corona inglesa debía tener el mismo tratamiento que un 

particular ante los daños de sus agentes en la administración pública frente a los gobernados, así como 

por el incumplimiento de las obligaciones del Estado con sus gobernados.  

La reforma a que hace referencia fue sustentada en la creación de una ley denominada como “Crown 

Proceedings Act” y se reconocía el derecho de demandar judicialmente a la corona por los actos tomados 

en ejercicio del servicio público; por lo que se entiende, que el Sistema de Responsabilidad Patrimonial 

a cargo de la corona es por fin reconocido dentro de su Derecho Público.  

Antecedentes del Sistema Jurídico Alemán. 

Es de decirse, que el sistema jurídico alemán, en una perspectiva histórica, ha sido de los más avanzados 

y completos en el reconocimiento de la Responsabilidad Patrimonial del Estado dentro de su 

normatividad ordinaria; sin embargo, y como en todas las Naciones de referencia, ha subsistido el 

problema de adicionar esta institución dentro de la esfera de su Derecho Público. Pues como ha 

acontecido en la mayoría de los sistemas de responsabilidad a cargo del Estado, inicialmente solo era 

 
2

 Ley Fundamental de la Nación Italiana que regía a partir de su unificación en el año de 1848, donde se creó una monarquía 

constitucional.  
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reconocida la obligación de reparación e indemnización dentro del orden jurídico civil regular, pero este 

orden jurídico solo contempla la actuación ilegal de los funcionarios a cargo del Estado. 

El código civil alemán dentro de su artículo 839 establecía que los funcionarios eran sujetos de 

responsabilidad si infringía dolosa o culposamente daños a terceros con motivo de su deber público. 

Posteriormente, en el año de 1919 fue reformado su artículo 131 Constitucional, por el que se dispuso, 

que si el funcionario infringía los deberes públicos encomendados por el Estado, y la responsabilidad 

alcanzaba al Estado o a la dependencia a cuyo servicio se alcanzare el funcionario (Forsthoff, 1958). 

La reforma descrita anteriormente se deprende que el Estado asumía la responsabilidad originaria 

respecto de los daños ocasionados por sus funcionarios, cuando estos derivaban de una violación a los 

deberes públicos que le fueron encomendados, osease, de las funciones que por su cargo está obligado 

a procurar. Este criterio se sostuvo décadas después en la Ley Fundamental de Bonn3 en su artículo 34.  

Antecedentes del Sistema Jurídico Estadounidense. 

Como resulta evidente, este sistema jurídico guarda íntima relación con el sistema jurídico inglés, pues 

incluso por mucho tiempo subsistió el enunciado “the king can do not wrong”, a pesar de que los Estados 

Unidos nunca tuvo un sistema monárquico (García de Enterría & Fernández, 1991). 

Es importante recordar, que parte del sistema judicial de Estado Unidos no se encuentra únicamente en 

el derecho sustantivo de sus leyes, sino que también actúa acorde a un sistema de precedentes que sirven 

como guía de resolución para los Juzgadores, y con ello, establecer una gama normativa como fuente de 

derecho, donde existieron casos en los que los ciudadanos norteamericanos intentaron reclamar 

indemnizaciones y compensaciones al Estado.  

Ante esta falta normativa, el congreso de los Estados Unidos creo una Ley en el año de 1922, por medio 

de la cual se reconocía el derecho de los particulares de acudir a diferentes departamentos del poder 

ejecutivo y solicitar una indemnización, y las dependencias podía otorgar indemnizaciones de hasta mil 

 
3

 Ley Fundamental de la República Federal de Alemania promulgada en el año de 1949 y actualmente vigente.  
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dólares siempre que el daño fuera de carácter patrimonial y propietario, no de carácter persona. Esto 

estaba sujeto a la condición de que el propietario se abstuviera de ejercer acciones y darse por 

compensado (Carrillo, 1973). 

El sistema de reclamaciones al Estado por daños y perjuicios es uno de los más sonados y observados a 

nivel internacional, pues si bien es cierto que dichas indemnizaciones aún no forman parte del derecho 

público de esa nación por continuar sujetas al derecho civil ordinario, las mismas han resultado altamente 

eficientes para los gobernados, pues han sido noticias famosas y conocidas las diversas reclamaciones, 

donde se han conseguido indemnizaciones de alto valor pecuniario.  

La Responsabilidad Patrimonial del Estado y Buen Gobierno.  

El concepto de “Buen Gobierno” ha sido estudiado por infinidad de autores y doctrinarios en el campo 

jurídico. El buen gobierno puede conceptualizarse de manera amplia en una buena gestión de la vida 

pública en la administración encomendada a los entes del Estado, que se encuentra en armonía con los 

preceptos que estatuyen un Estado de Derecho. Parte del parámetro para establecer que la administración 

pública es realizada de manera correcta o “buena”, se hace consistir en la protección que el Estado les 

da a los derechos humanos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales (Aguilera, 2021). 

Desde una perspectiva del derecho administrativo, el buen gobierno atiende la prosecución de los fines 

del Estado que se encuentran incorporados en los textos constitucionales o normativos ordinarios a través 

de su propia función administrativa. La función administrativa es al buen gobierno, lo que las garantías 

constitucionales a los derechos humanos.  

No es repetitivo indicar, que el buen gobierno tiene una estrecha relación con la existencia y el respeto 

al Estado de Derecho si se analiza desde la perspectiva de la administración pública, y sus ejes rectores 

de protección a los gobernados, recordando que el Estado de Derecho se puede encuadrar como una 

sumisión del poder del Estado a las disposiciones normativas que lo constituyen y regulan, así como 

aquellas que protegen a la ciudadanía en general.  
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Para efectos de esta investigación, sería dable conceder que el buen gobierno es aquel que garantiza la 

efectividad del Estado de Derecho, y consecuentemente, que el Estado cumple de manera íntegra y 

eficiente con la finalidad de su existencia frente a los ciudadanos y a los intereses colectivos. Si la 

administración pública entonces se atiene estrictamente a los ordenamientos legales, el gobernado se 

encuentra en un estado de protección jurídica, que resulta pilar fundamental del Estado de Derecho 

(Dermizaky, 2000). 

La Responsabilidad Patrimonial del Estado tiene muchas connotaciones en cuanto hace al Estado de 

Derecho y el buen gobierno del mismo Estado; no menos es cierto, que existen muchas interrogantes 

por parte de la comunidad estudiosa en general, pues algunos dirían que la potestad punitiva del propio 

Estado es insuficiente, e incluso disfuncional para garantizar la existencia de un buen gobierno.  

Tales preocupaciones han sido bien identificadas por (Marín, 2004), pues señala que la Responsabilidad 

Patrimonial del Estado en México enfrenta un cambio drástico en el que se pasa de un régimen de 

irresponsabilidad absoluto del Estado frente a sus gobernados, a un sistema de responsabilidad estricta 

por su actividad administrativa, sin que ni siquiera se hayan establecido de manera clara los parámetros 

de calificación dentro de la legislación administrativa aplicable, y se considera que el nuevo sistema de 

Responsabilidad puede conducir al peligroso camino de que el Estado se transforme en un sistema de 

seguridad social que deba soportar los daños en que haya intervenido causalmente un agente público.  

Si bien no se comparte la preocupación del autor que se describe en el párrafo que antecede, lo cierto es 

que plantea cuestionamientos completamente válidos. ¿Hasta dónde se encuentra la línea limitante de la 

Responsabilidad del Estado frente a las actuaciones de los agentes de gobierno? Pues esta premisa podría 

aplicarse a cualquier malfuncionamiento de la administración pública; sin embargo, es de considerar, 

que ese es uno de los objetivos principales de esta institución jurídica. Pensar en absolutos en cuanto 

hace a la responsabilidad solidaria del Estado no debe ser un tema de alarma jurídica, pues este artículo 

sostiene que absolutamente toda actuación gubernamental debe encontrarse al escrutinio de la utilidad 
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pública y del buen gobierno, y que no debe existir una limitante para que los gobernantes reclamen ser 

indemnizados por los daños que sufran con motivo de la mala gestión gubernamental.  

Es evidente, que una de las cargas jurídicas y políticas de esta institución, es arrinconar al poder público 

a actuar en completo acatamiento del Estado de Derecho, y la garantía de los derechos humanos mediante 

los mecanismos más eficaces, y que estas actuaciones no puedan ser soslayadas por temas subjetivos 

que solo funcionen para proteger a los funcionarios públicos, sino por el contrario, que los servidores 

públicos se encuentren siempre pendientes de que su actividad administrativa no constituya ningún 

agravio a ningún individuo. 

Desde la perspectiva de la administración pública, una de las preocupaciones de la implementación de 

esta institución de Responsabilidad Patrimonial a cargo del Estado, es que las arcas públicas se agotarían 

pagando indemnizaciones constantes y continuas a los ciudadanos (Serra, 1972), dado que la crisis de 

gobernabilidad en México no es un hecho desconocido para nadie, ni siquiera para el propio Estado. A 

consideración de esta redacción, esta es una de las razones más absurdas que han impedido una verdadera 

evolución del sistema jurídico de responsabilidad, pues la verdadera preocupación de la administración 

pública no debería concentrarse en cómo pagar indemnizaciones a los particulares que han sufrido daños 

por su servicio público; por el contrario, el verdadero debate debería centrarse en reconocer el problema 

de gobernabilidad en el país y buscar mecanismos que hagan más eficiente y de respeto al estado de 

derecho, la actividad administrativa del poder gubernamental del Estado.  

Parte del poder garantizar un buen gobierno (atendiendo los principios que comprenden el Estado de 

Derecho), es reconocer la existencia de contrapesos que contrarresten el poder político absoluto de la 

administración pública. En México, por ejemplo, desde la perspectiva constitucional, se ha optado por 

adoptar un sistema de gobierno de división de poderes donde se garantiza la habilidad de exigencia del 

buen desempeño interpoderes; así como el posible combate de determinaciones de imperio que sean 

contrarias al Estado de Derecho, para así no dejar en un estado de completa sumisión a los gobernados.  
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Estos contrapesos provienen de manera directa del propio Estado en su manifestación gubernamental 

(con independencia de la división de poderes), lo que permea en la confiabilidad de la ciudadanía sobre 

su eficiencia y alcance. La accesión de los gobernados a volverse un contrapeso desde una posición 

institucional ha resultado complicada, pues lo cierto es que la forma más popular y reconocida por la 

ciudadanía para combatir las irregularidades de la administración pública, siempre ha sido por excelencia 

la actividad política, incluso electoral.  

Es por ello, por lo que la Responsabilidad Patrimonial del Estado debe ser considerado como un 

contrapeso que puede ser accionado por los gobernados, sin necesidad de involucrarse en la actividad 

política o electoral. Pues si bien formalmente esta institución no produce una limitante de acción al poder 

del Estado, lo cierto es que materialmente sí lo hace. Pues de la propia posibilidad de que los particulares 

puedan accionar estos mecanismos, eventualmente tiene que crear una modificación conductual de la 

administración pública.  

Uno de los objetivos de la facultad sancionadora del Estado se traduce en que aquel que infringe las 

normas sea castigado para que no repita las mismas conductas que lo llevaron ante un Juzgador. Este 

principio debe atenderse para todo el poder punitivo del Estado, pues una vez que las dependencias del 

gobierno sean “castigadas” a manera resarcitoria, aprenderán de la experiencia, y eso implicará que no 

se repitan las mismas conductas que afectaron a un particular, lo que conlleva que todos los demás 

particulares se beneficien de ese aprendizaje, pues se encontrarán en una situación de protección mayor.  

Adicionalmente, se ha señalado, que la acción de repetición es una herramienta de contrapeso a la 

corrupción y a la impunidad (Cambero, 2021), pues de acuerdo con el sistema normativo que regula toda 

la hacienda pública, así como la naturaleza de la Responsabilidad Patrimonial del Estado, el Estado debe 

buscar el reintegro de la indemnización pagada a los particulares a causa de su actividad administrativa 

irregular. Esto conlleva indefinidamente, a que el Estado tendrá la obligación de buscar sancionar de 

manera resarcitoria a aquellos de sus agentes que no actúen bajo las directrices de un buen gobierno.  
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CONCLUSIONES. 

Es evidente, que aún queda un camino largo por recorrer para lograr una verdadera efectividad de la 

Responsabilidad Patrimonial del Estado; pues en el mundo fáctico, aún existen deficiencias que ni la ley 

ni la jurisprudencia han logrado subsanar; no obstante, esta herramienta es un halo de luz para los 

gobernados que han sufrido alguna afectación en su esfera jurídica a causa de la crisis de gobernabilidad 

en la que vive nuestro país.  

Tal y como fue estudiado y encaminado, esta institución jurídica cuenta con elementos teóricos que 

permiten impulsar la existencia de un buen gobierno, y que incorporarla a nuestro derecho positivo 

resulta un mecanismo complementario a los esfuerzos por mejorar el funcionamiento de la 

administración pública, respecto de la prestación de servicios públicos, pues eventualmente, esto 

desembocará en establecer medios y parámetros para establecer un nivel mínimo aceptable de la calidad 

en el desempeño del servicio. 

La Responsabilidad Patrimonial del Estado, contrario a lo establecido por los criterios estudiados en la 

sección que antecede, no debe ser visualizada como un sistema de hipertrofia o de paralización de la 

administración pública, pues más allá de estos temores, es necesario abrazarla como un elemento de 

organización y disciplina, como un método para nivelar ajustar la relación entre el poder del Estado con 

la seguridad jurídica de los gobernados.  

Es evidente, que entre más efectiva sea institución; es decir, entre más accesible sea para los gobernados, 

la administración pública cuidaría con mayor cautela sus actuaciones frente a los gobernados, pues 

además de que los daños causados impactarían directamente en las partidas presupuestales de las 

diferentes dependencias gubernamentales, también implicaría responsabilizar a los agentes que 

incurrieran en faltas o en actuaciones irregulares, y con ello, resarcir la cuenta pública, sin tener que 

poner al afectado en una situación jurídica de imposible reparación. Pues es evidente, que el Estado a 
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través de sus facultades de imperio, tiene mayores oportunidades de sanear su cuenta pública, que el 

particular debe obtener una indemnización directa de los agentes del gobierno.  

Inicialmente parecería que la Responsabilidad Patrimonial del Estado constituye una carga de gasto 

público, que eventualmente es saciada por las contribuciones de los gobernados, y que parecería muy 

costoso para las instituciones encontrarse saneando las indemnizaciones que se originen con motivo de 

la actuación administrativa irregular de sus agentes; no obstante, se considera que en un futuro (y con la 

correcta implementación de estos mecanismos), los organismos gubernamentales mejoren su función 

pública, pues se empeñarían más en mejorar sus sistemas y actuaciones bajo la promesa de que el 

gobernado no tendría razones para reclamar indemnizaciones.  

Por último, es de reconocer, que nadie puede negar el concepto tan llamativo que entraña la reparación 

del daño como un medio de impartición de justicia a los individuos. Parte del mejoramiento del gobierno 

en México implica que los gobernados tengan una verdadera sensación de justicia, aún sobre el poder 

del Estado, y que estos mecanismos no solo motiven a los funcionarios a actuar de una manera más 

adecuada, si no que los gobernados también se involucren en el funcionamiento de las instituciones. Que 

los gobernados tengan motivos (más allá de éticos o de deber ciudadano) para reclamar un mejor 

desempeño de las dependencias del Estado, que los individuos tengan todavía más razones para exigir 

un buen gobierno.  
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